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INFORME No. 26/12
PETICIÓN 736-03
INADMISIBILIDAD

HERNÁN ALBERTO CHUMPITAZ VÁSQUEZ
PERÚ

20 de marzo de 2012
I.
RESUMEN

1. El 12 de septiembre de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión Interamericana”, “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada en nombre propio por Hernán Alberto Chumpitaz Vásquez (en adelante “el peticionario” o “la presunta víctima”), en la que se alegó la violación por parte de la República del Perú (en adelante “Perú”, “el Estado” o “el Estado peruano”) de derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la Convención”), la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante, “la Declaración”), y en el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (en adelante, “el Protocolo de San Salvador”). El peticionario alegó que fue despedido de su puesto de trabajo como servidor técnico del Servicio de Inteligencia Nacional (SIN), tras la disolución de esta entidad a finales del 2000. Indicó haber solicitado su reposición por medio de una acción de amparo, la cual fue declarada improcedente en última instancia por el Tribunal Constitucional. Adujo que dicho tribunal consideró que las alegadas afectaciones a sus derechos constitucionales devinieron irreparables por la vía de la acción de amparo. Sin embargo, alegó que otros ex funcionarios del SIN que se encontraban en la misma situación fueron reincorporados a plazas de trabajo abiertas en el Consejo Nacional de Inteligencia y en la Dirección Nacional de Inteligencia, en cumplimiento a decisiones judiciales en procesos de amparo. El peticionario adujo que al aplicar un razonamiento diferente en torno a sus pretensiones, el Tribunal Constitucional incurrió en una diferencia de trato arbitraria.
2. El Estado alegó que la razón por la que algunos ex funcionarios del SIN fueron reintegrados al Consejo Nacional de Inteligencia es porque obtuvieron una sentencia estimatoria de sus reclamos en segunda instancia, por parte de la Corte Superior de Justicia de Lima, sin que el Tribunal Constitucional se haya pronunciado en tales procesos. Argumentó que el sistema interamericano no podría ser empleado como una cuarta instancia para conocer del fondo de un asunto ya decidido por los tribunales internos en el marco de sus competencias y con pleno respeto a las garantías de un debido proceso. En ese sentido, sostuvo que los hechos alegados en la petición no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención y solicitó que la CIDH la declare inadmisible en virtud del artículo 47.b) del mencionado instrumento.
3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.b) de la Convención Americana. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La Comisión recibió la petición el 12 de septiembre de 2003 y la registró bajo el número 736-03. El 21 de mayo de 2009 las partes pertinentes de la denuncia fueron trasladadas al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH. 

5. El 24 de agosto de 2009 el Estado presentó su respuesta y el 27 de agosto del mismo año remitió los anexos respectivos. Mediante notas recibidas el 12 de abril de 2010 y el 25 de marzo de 2011 el Estado remitió información adicional. El peticionario envió escritos adicionales el 11 de enero y el 27 de diciembre de 2010 y el 5 de octubre de 2011. 

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición del peticionario
6. Afirmó que desde febrero de 1996 se desempeñó como servidor técnico del Servicio de Inteligencia Nacional (SIN), bajo el régimen laboral regulado por el Decreto Legislativo 276 – Ley de Bases de la Carrera Administrativa. Sostuvo que dicho decreto establece que los servidores públicos sólo pueden ser cesados por una de las causas estatutarias y siguiendo un procedimiento disciplinario. Indicó que en octubre de 2000 el Congreso de la República promulgó la Ley No. 27351, la cual extinguió el SIN y ordenó el cese de todos sus funcionarios. Añadió que por medio de la Ley Nº 27479 de 11 de mayo de 2001 fue creado el Consejo Nacional de Inteligencia, el cual reemplazó las atribuciones del SIN, y posteriormente pasó a denominarse Dirección Nacional de Inteligencia.
7. El peticionario indicó que por medio de la Resolución No. 052-2001-CNI-01 de 25 de julio de 2001, la Presidencia del Consejo Nacional de Inteligencia ordenó el cese en su cargo, provocando graves perjuicios para su subsistencia personal y la de su familia. Señaló que “a pesar de [su] formación y experiencia en aspectos de inteligencia debidamente acreditados y sin mediar justificación alguna fu[e] cesado sin expresión de causa, lo que constituye un despido arbitrario”.
8. El señor Chumpitaz Vásquez afirmó que el 10 de octubre de 2001 presentó una acción de amparo contra los efectos de la Resolución No. 052-2001-CNI-01, aduciendo la vulneración de sus derechos constitucionales a la estabilidad laboral y a un debido proceso administrativo. Según lo alegado, la presunta víctima solicitó su reposición al Consejo Nacional de Inteligencia en un cargo de mismo grado al que ocupaba en el SIN, así como el pago de una indemnización, sueldos y beneficios sociales devengados hasta la fecha de su reincorporación. Destacó que el Consejo Nacional de Inteligencia desarrolló sus actividades en las mismas instalaciones que pertenecían al SIN “y ha asumido todo el bagaje mobiliario, documentario y presupuestal así como del personal de Analistas y procesadores en inteligencia formados por el desactivado Servicio de Inteligencia Nacional”. Manifestó que la desactivación del SIN debe equipararse a la quiebra de una empresa privada seguida de la apertura de una nueva compañía con el mismo capital y actividad, operando en ese caso la figura de la “continuidad empresarial” consagrada en el derecho laboral peruano.
9. La información presentada indica que el 17 de diciembre de 2001 el Cuarto Juzgado Especializado en Derecho Público de la Corte Superior de Justicia de Lima declaró la demanda improcedente, en el extremo que requería el pago de indemnizaciones y haberes caídos y fundada con relación a la solicitud de reposición laboral. Sin embargo, el 24 de junio de 2002 la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima revocó la sentencia de primera instancia y declaró la demanda de amparo infundada en todos sus extremos.   
10. El peticionario alegó que el 17 de septiembre de 2002 formuló un recurso extraordinario de agravio constitucional, y que el 16 de diciembre del mismo año el Tribunal Constitucional declaró la demanda improcedente, por cuanto su pretensión no podía ser acogida por la vía de amparo. El señor Chumpitaz Vásquez narró la situación de otros ex funcionarios del SIN que habrían sido reincorporados al Consejo Nacional o a la Dirección Nacional de Inteligencia en mérito de decisiones judiciales. Al respecto, adjuntó la copia de extractos de varias decisiones dictadas por Juzgados y Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Lima, así como actas de reposición a las mencionadas entidades de inteligencia. Afirmó que pese a encontrarse en la misma situación de tales trabajadores, el Tribunal Constitucional le aplicó un razonamiento distinto, arbitrario y discriminatorio. Añadió que por tratarse de un caso sobre el SIN, la actuación del Poder Judicial estuvo politizada.
11. Finalmente, el peticionario sostuvo que el Estado es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos II, XVI, XVII y XXXVII de la Declaración Americana; 1, 8.1, 24 y 25.1 de la Convención Americana; 1, 2, 3, 6 y 7 del Protocolo de San Salvador. 

B. Posición del Estado
12. El Estado efectuó una narración similar a la del peticionario con relación a las resoluciones administrativas que condujeron a su cese y a los resultados de la acción de amparo formulada el 10 de octubre de 2001. Sostuvo que el cese del señor Chumpitaz Vásquez no fue arbitrario, sino que se produjo con base en la extinción de la entidad en la que trabajaba, no correspondiendo por lo tanto un procedimiento administrativo de ruptura laboral. Manifestó que la Ley No. 27479 que instituyó el Consejo Nacional de Inteligencia no contiene disposición alguna que ordene la contratación automática de los funcionarios del SIN. Añadió que el Consejo Nacional de Inteligencia fue desactivado a través de la Ley No. 28664, la cual instituyó la Dirección Nacional de Inteligencia. Al respecto, sostuvo que “al haberse desactivado el [Consejo Nacional de Inteligencia], no es posible la reincorporación del peticionario a [la Dirección Nacional de Inteligencia]”.
13. El Estado afirmó que siendo la acción de amparo eminentemente restitutoria, ésta resulta improcedente cuando la entidad pública en la que el accionante se desempeña es desactivada. Añadió que al decidir un recurso de agravio constitucional incoado por la presunta víctima el Tribunal Constitucional concluyó que la alegada lesión a derechos constitucionales “se ha tornado en irreparable al haberse desactivado el Servicio de Inteligencia Nacional”.
14. Perú alegó que la acción de amparo formulada por el peticionario fue declarada fundada en primera instancia, pero no en segunda, ni en agravio ante el Tribunal Constitucional. Por otro lado, sostuvo que las resoluciones judiciales aportadas por el señor Chumpitaz Vásquez indican que los ex trabajadores del SIN reincorporados al Consejo Nacional de Inteligencia obtuvieron sentencias favorables en primera y segunda instancia, por lo cual no existió un pronunciamiento del Tribunal Constitucional, lo que para el Estado peruano desvirtúa el argumento de que tales personas se encuentran en situación idéntica a la del señor Chumpitaz Vásquez. Sobre el particular, Perú señaló que

los procesos de Acción de Amparo iniciados por ex trabajadores del ex SIN en los que se solicitaban se les incorpore al [Consejo Nacional de Inteligencia], resultaron en su mayoría con sentencia favorable a los ex trabajadores en segunda instancia, por tal motivo, y de acuerdo a las normas procesales vigentes en ese entonces, no se pudo interponer recurso extraordinario para que sean vistos por el Tribunal Constitucional. No obstante ello, en los dos (02) procesos en que se emitió sentencia desfavorable para los ex trabajadores en segunda instancia, el Tribunal Constitucional declaró improcedentes dichas demandas, bajo el argumento de que en dichos casos, la eventual lesión de los derechos constitucionales de los ex trabajadores se había tornado irreparable, al haberse desactivado el SIN mediante Ley No. 27351, concordante con la Ley No. 27479. 

15. El Estado sostuvo que los organismos del sistema interamericano no pueden constituir una cuarta instancia que sustituyan la evaluación de los tribunales internos y resaltó que el señor Chumpitaz Vásquez tuvo expedita las vías para acudir a los tribunales nacionales competentes, independientes e imparciales y respetuosos de un debido proceso. Arguyó que no se puede considerar como una denegación de justicia el hecho de que recaiga sobre el demandante una sentencia desfavorable, de tal suerte que el mero descontento con el resultado obtenido de la administración de justicia no es suficiente para clasificarlo de arbitrario.
16. Finalmente, el Estado afirmó que los hechos narrados en la petición no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención y solicitó que la CIDH declare la denuncia inadmisible en los términos del artículo 47.b) del citado instrumento.
IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
17. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana a presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presunta víctima a una persona natural, respecto a quien el Estado peruano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar el reclamo.
18. La Comisión tiene competencia ratione loci, por cuanto en la petición se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.
19. La Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.
20. La Comisión tiene competencia ratione materiae, dado que en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos protegidos por la Convención Americana. Sobre la alegada vulneración a disposiciones de la Declaración Americana, la Comisión observa que los derechos que el Estado peruano se comprometió a respetar, como parte de la Carta de la OEA, se encuentran estipulados en la Declaración Americana, la cual es fuente de obligaciones internacionales
. Sin embargo, a partir del momento en el que Perú ratificó la Convención Americana, dicho instrumento se convirtió en su principal fuente de obligaciones en el marco del sistema interamericano de promoción y defensa de derechos humanos
. En ese sentido y teniendo en cuenta que  en la Convención Americana se encuentran consagrados los derechos alegados por el peticionario, el análisis que se hará en las siguientes secciones se centrará en dicho instrumento internacional
.
21. Finalmente, la CIDH resalta que bajo el artículo 19.6 del Protocolo de San Salvador, solamente el derecho a la educación y el derecho de los trabajadores a organizarse en sindicatos pueden ser objeto de pronunciamiento de la CIDH en el marco del sistema de peticiones y casos consagrado en el artículo 44 de la Convención Americana. En ese sentido, la CIDH no tiene competencia ratione materiae con relación a la alegada violación de los derechos consagrados en los artículos 1, 2, 3, 6 y 7 del Protocolo de San Salvador.
B.
Agotamiento de los recursos internos

22. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional.
23. La presente petición plantea la violación a derechos protegidos en la Convención a raíz de la actuación de las autoridades judiciales peruanas en torno a una demanda de amparo interpuesta por el señor Chumpitaz Vásquez el 10 de octubre de 2001. Según lo informado por las partes, dicha acción fue objeto de un pronunciamiento definitivo por parte del Tribunal Constitucional el 16 de diciembre de 2002, sin que existan recursos adicionales a ser agotados. En vista de lo anterior, la CIDH considera que la petición satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención.
C.
Plazo de presentación de la petición

24. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
25. En su petición inicial el señor Chumpitaz Vásquez adjuntó la copia de la cédula de notificación de la resolución del Tribunal Constitucional de 16 de diciembre de 2002. Aunque la citada cédula tiene fecha 6 de marzo de 2003, el peticionario sostuvo que le fue notificada solamente el 6 de abril del mismo año. Dado que el Estado no controvirtió dicha información, y en vista de que la presente petición fue recibida por la CIDH el 12 de septiembre de 2003, se encuentra satisfecho el requisito establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

26. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está sujeta al requisito respecto a que la materia "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional. En el presente caso, las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
E.
Caracterización de los hechos alegados

27. El artículo 47.b) de la Convención establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención.
28. De acuerdo con la información de público conocimiento, en la segunda mitad del año 2000 la prensa peruana denunció la existencia de grabaciones de video en las que el entonces asesor presidencial, Vladimiro Montesinos Torres, aparecía en instalaciones del SIN entregando grandes sumas de dinero a dueños de medios de comunicación, congresistas, magistrados, entre otros funcionarios públicos de alta investidura, a cambio de acciones favorables al gobierno de turno. En ese contexto, el Congreso de la República aprobó la Ley 27351, disponiendo la desactivación inmediata del SIN y el cese de sus funcionarios
. Según lo informado por las partes, durante el proceso de reorganización del sistema de inteligencia nacional el Congreso de la República dictó la Ley 27479, el 11 de mayo de 2001, la cual creó el Consejo Nacional de Inteligencia como órgano sucedáneo al SIN.  
29. Según lo alegado por el peticionario, el 25 de junio de 2001 el Consejo Nacional de Inteligencia, en aplicación de la Ley 27351, dictó la Resolución No. 052-2001-CNI-01, disponiendo el cese en sus funciones. El señor Chumpitaz Vásquez sostuvo que al formular una demanda de amparo contra los efectos de la citada resolución las autoridades judiciales desestimaron su pretensión con un criterio al margen de las disposiciones legales aplicables. La información presentada indica que luego de obtener una sentencia favorable en primera instancia, la demanda de amparo fue declarada infundada el 24 de junio de 2002, por la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, en base a los siguientes fundamentos: 

Quinto: Que, la creación mediante la Ley Número 27479 del Sistema de Inteligencia Nacional (SINA), como una entidad distinta no implica conforme se aprecia de su tercera disposición complementaria que el personal de la entidad desactivada mediante Ley Número 27351 […] pase automáticamente a esta nueva; habiendo recibido ésta sólo el encargo específico mediante el Decreto Supremo Número 078-2001 del doce de junio del dos mil uno de disponer las acciones administrativas pertinentes para concluir con la desactivación. Sexto: Que, siendo la causa de cese la extinción de la entidad a la cual prestaba servicios el actor, por una decisión legislativa; no corresponde a este caso la aplicación de un procedimiento administrativo la ruptura del vínculo laboral conforme a lo previsto por el Decreto Legislativo Número 276; Séptimo: Que, argumenta el actor que se le ha vulnerado su derecho al trabajo, sin embargo resulta pertinente resaltar que la Constitución Política del Estado de 1993 en su artículo 27º señala que la Ley otorga al trabajador adecuada protección contra el despido arbitrario, más no se consagra el derecho a la estabilidad absoluta conforme pretende el actor, al solicitar que se le reponga en una entidad distinta a la que prestó servicios […]
.
30. El 17 de septiembre de 2002 el señor Chumpitaz Vásquez formuló un recurso extraordinario de agravio constitucional contra la citada resolución de la Corte Superior de Justicia de Lima. El 16 de diciembre de 2002 el Tribunal Constitucional desestimó dicho recurso y declaró improcedente la acción de amparo, con base en los fundamentos que se transcriben a continuación:

2. Que, conforme se desprende del petitorio de la demanda, el objeto de ésta es que se deje sin efecto la Resolución de la Presidencia del Consejo Nacional de Inteligencia Nº. 052-2001-CNI-01, de fecha 25 de julio de 2001, y se ordene su reposición.
3. Que de conformidad con el artículo 1º de la Ley Nº. 23506, el objeto del proceso de amparo constitucional es volver las cosas al estado anterior al momento de la violación de un derecho constitucional. No obstante esto, el Tribunal Constitucional considera que, en el caso, es de aplicación el inciso 1) del artículo 6º de la referida ley, puesto que la eventual lesión de los derechos constitucionales del demandante se ha tornado irreparable al haberse desactivado el Servicio de Inteligencia Nacional mediante la Ley Nº. 27351, concordante con la Ley Nº. 27479
. 
31. El peticionario sostuvo que la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima declaró infundada su acción de amparo mediante un razonamiento distinto al aplicado por otras Salas Civiles de la misma Corte Superior. Al respecto, aportó la copia de una resolución de la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, de noviembre de 2004, tres resoluciones de la Sexta Sala Civil, entre abril de 2002 y marzo de 2003, y cinco resoluciones de la Cuarta Sala Civil, entre julio de 2002 y marzo de 2003, en las cuales se declararon fundadas demandas de amparo presentadas por ex funcionarios del SIN que habían sido cesados de sus cargos en aplicación de la Ley 27351 y requerían su reposición laboral en el Consejo Nacional de Inteligencia. Por otro lado, la información presentada indica que por lo menos tres demandas de amparo deducidas por ex trabajadores del SIN en la misma situación fueron desestimadas por las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Lima en el período señalado.
32. La CIDH observa que la alegada inconsistencia de criterios entre las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Lima entre abril de 2002 y noviembre de 2004 se contrasta con un razonamiento uniforme por parte del Tribunal Constitucional. Sobre el particular, las resoluciones aportadas por las partes indican que las tres acciones de amparo de ex funcionarios del SIN que derivaron en recursos de agravio constitucional fueron declaradas improcedentes por el citado tribunal, bajo el mismo fundamento de que la vía de amparo no puede ser utilizada con el propósito de reponer un trabajador a un órgano de la Administración Pública desactivado mediante acto legislativo.
33. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha señalado que decisiones divergentes entre cortes de diferentes jurisdicciones e incluso por parte de la misma corte no implican en si mismo una contravención a las garantías de un debido proceso
. Dicho tribunal ha encontrado la violación al artículo 6§1 del Convenio Europeo de Derecho Humanos en base a una apreciación de si existe “una profunda y prolongada divergencia en la jurisprudencia de una corte suprema, si la legislación doméstica provee un mecanismo para superar esa divergencia y si dicho mecanismo fue invocado y, de ser el caso, cual fue el resultado obtenido […]”
. Al respecto, ha subrayado que 
no le corresponde actuar como una corte de tercera o cuarta instancia y revisar las opciones de los órganos judiciales domésticos con relación a la interpretación de las disposiciones legales, las inconsistencias en las que puedan incurrir, y tampoco puede intervenir simplemente porque ha existido decisiones judiciales divergentes.

Para el Tribunal, cuando no hay evidencia de arbitrariedad, el examen sobre el impacto de decisiones judiciales divergentes no significa un análisis sobre la validez del razonamiento que los tribunales domésticos eligieron […]. Su rol con relación al artículo 6.1 del Convenio se limita a los casos en los que la decisión impugnada es manifiestamente arbitraria
.

34. La CIDH considera que si bien las obligaciones derivadas de los artículos 8.1 y  25.1 de la Convención Americana imponen a los Estados un cierto grado de previsibilidad en el acceso a la justicia
, ello no implica un óbice a la existencia de decisiones judiciales divergentes. En ese sentido, la seguridad jurídica, inherente a una efectiva protección judicial, debe ser compatibilizada con el principio de autonomía judicial, de forma tal que no se les impidan a los operadores de justicia la libre interpretación de las leyes aplicables a los casos a los que son llamados a decidir. La vigencia de criterios jurisprudenciales inconsistentes por un lapso temporal irrazonable, así como la aplicación de razonamientos divergentes por parte de una misma autoridad judicial o administrativa ante situaciones que comparten las mismas características sustantivas y procesales podrían configurar una situación de incerteza incompatible con el artículo 25.1 de la Convención. Sin embargo, la CIDH estima que, de los hechos alegados por el peticionario en el presente caso, no se desprende una situación de esa naturaleza. 
35. La CIDH considera que la sentencia de la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima dictada el 24 de junio de 2002, aunque emplea un criterio distinto al de otras Salas Civiles de la misma Corte Superior, contiene una explicación razonable sobre el alcance de la legislación interna y sin que haya elementos para concluir la ausencia de fundamentación. La CIDH toma nota de que al impugnar dicha sentencia el 17 de septiembre de 2002, mediante un recurso de agravio constitucional, el señor Chumpitaz Vásquez no planteó la inconsistencia entre los razonamientos empleados por diferentes Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Lima sobre la misma materia. En ese sentido, aunque tuvo la oportunidad procesal de impugnar ante el Tribunal Constitucional la alegada divergencia jurisprudencial en las Salas Civiles de la Corte ad quo, el peticionario se limitó a plantear esa situación ante esa instancia internacional.
36. En vista de las circunstancias del presente caso, y ante la ausencia de elementos que indiquen que las decisiones de los tribunales peruanos citadas en los párrafos 29 y 30 supra sean carentes de una fundamentación razonable, las alegaciones del peticionario relacionadas con una supuesta interpretación equivocada de la Constitución Política, de la Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de la Ley No. 27351, no tienden a caracterizar la violación a derechos protegidos en la Convención. Al respecto, la CIDH ratifica su doctrina según la cual no le corresponde reemplazar las autoridades judiciales internas en la interpretación del alcance de las normas de derecho procesal y material aplicables
. La CIDH ha aseverado que no puede hacer las veces de un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de derecho o de hecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales dentro de los límites de su competencia
.

37. Con relación al derecho protegido en el artículo 24 de la Convención, el peticionario sostuvo que por ser un ex integrante del SIN los tribunales peruanos habrían actuado en base a discriminaciones por razones políticas. Sobre el particular, el propio peticionario ha sostenido que otros ex funcionarios del SIN han sido reincorporados a sus puestos de trabajo en mérito de decisiones judiciales, sin que haya una explicación por parte de los tribunales peruanos de porqué no le aplicaron el mismo razonamiento. En ese sentido, la CIDH considera que las alegaciones sobre una actuación presuntamente discriminatoria por el hecho de que el señor Chumpitaz Vásquez es un ex funcionario del SIN no encuentran respaldo en los elementos de juicio aportados, por lo cual no tienden a caracterizar la violación al derecho previsto en el artículo 24 de la Convención.

38. En adición a la alegada discriminación, el peticionario argumentó que al aplicarle un razonamiento distinto al utilizado en demandas de amparo de otros trabajadores, la Segunda Sala Civil de Lima y el Tribunal Constitucional incurrieron en una diferencia de trato arbitraria, violando de esa forma lo establecido en el artículo 24 de la Convención. Sobre tales planteamientos, la CIDH reitera que la aparente inconsistencia jurisprudencial por parte de las Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Lima entre abril de 2002 y noviembre de 2004 contrasta con una posición uniforme del Tribunal Constitucional. La información presentada indica que las tres decisiones emitidas en sede de agravio constitucional en ese período declararon que la pretensión del señor Chumpitaz Vásquez y de otros ex funcionarios del SIN era improcedente. Si bien existieron resoluciones de Salas Civiles de la Corte Superior de Justicia de Lima favorables a la pretensión de personas que se encontrarían en situación similar a la del señor Chumpitaz Vásquez, sus reclamos no fueron conocidos por el Tribunal Constitucional. Ello, debido a que la legislación procesal aplicable prohibía a la Administración Pública interponer recurso de agravio constitucional contra decisiones favorables a los demandantes en sede de nulidad dictadas por las Cortes Superiores de Justicia, lo cual no ocurrió con el señor Chumpitaz Vásquez. En ese sentido, si bien la situación fáctica de los ex funcionarios del SIN que obtuvieron decisiones judiciales favorables en sede de nulidad serían análogas a la de la presunta víctima, la situación procesal de sus demandas de amparo presenta una diferencia sustancial, pues no hay una coincidencia en los órganos judiciales que las conocieron en última instancia. 
39. Aunque el artículo 24 de la Convención impone a los órganos de un Estado parte de dicho instrumento la obligación de integrar los efectos de su normativa interna con las mismas consecuencias jurídicas a las personas que se encuentran en idéntica situación, ello no implica que la adopción de una interpretación más favorable por parte de una Sala Civil vincula el razonamiento de las instancias judiciales superiores. El hecho de que la presunta víctima haya obtenido una decisión adversa sería, según la información presentada, resultado de la libre interpretación de la legislación pertinente por parte de la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima y del Tribunal Constitucional. Conforme a lo señalado anteriormente, tanto la decisión de la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima como la sentencia definitiva del Tribunal Constitucional contiene una fundamentación razonable, no correspondiendo a la CIDH pronunciarse sobre una eventual interpretación equivocada sobre los alcances de la legislación interna. Por otro lado y, dado que la situación procesal de la demanda de amparo incoada por la presunta víctima no se equipara a la de los demás ex funcionarios del SIN que obtuvieron decisiones judiciales favorables en segunda instancia, la CIDH considera que los elementos aportados no tienden a caracterizar la violación del derecho de igualdad ante la ley, con relación a la alegada diferencia de trato arbitrario por parte del Tribunal Constitucional al dictar la sentencia de 16 de diciembre de 2002. 
V.
CONCLUSIONES

40. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, la Comisión Interamericana concluye que la petición es inadmisible, por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.b) de la Convención. En consecuencia,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la petición por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 47.b) de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado y al peticionario.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
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Just as it is not for the Court to  act as a court of third or fourth instance and review the choices of the domestic courts concerning the interpretation of legal provisions and the inconsistencies that may result, nor is it its role, it would like to emphasize, to intervene simply because there have been conflicting court decisions.


For the Court, where there is no evidence of arbitrariness, examining the existence and the impact of such conflicting decisions does not mean examining the wisdom of the approach the domestic courts have chosen to take […]. Its role in respect to Article 6 § 1 of the Convention is limited to cases where the impugned decision is manifestly arbitrary.  
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